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LA POLÍTICA ECONÓMICA EN CRISIS 1983-1988 

FERNANDO CALZADA FALCÓN· y 
FRANCISCO HERNÁNDEZ Y PUENTE 

PRESENTACIÓN 

A lo largo del sexenio 1982-1988 la política económica jugó un papel 
protagónico. Apegada siempre, casi como necedad, a sus dogmáti­
cos postulados ortodoxos, buscó darle solución a la crisis más severa 
que el país haya vivido desde los años treinta. 

Desde el Programa Inmediato de Reordenación Económica (PIRE), 
pasando por el Plan Nacional de Desarrollo ( PND), el Programa de 
Aliento y Crecimiento (PAc), hasta el Pacto de Solidaridad Ec~nómi­
ca, la búsqueda de la estabilización y la recuperación del crecimiento 
siempre estuvo presente. Las no pocas contingencias externas exi­
gieron respuestas que, en lo interno, siempre fueron de ajuste y con­
tención. Las recurrentes negociaciones con los acreedores llevaron a 
un sacrificio productivo y social que colocó a. la economía nacional 
en una situación que tiene como saldo global una década completa 
de involución. 

Durante ese lapso la política económica dejó de ser materia sólo 
digna de abordarse por especialistas para convertirse en un factor 
nodal de la discusión política de la nación. Como en pocas ocasiones 
encontró críticos y hasta adversarios que desde los más diversos án­
gulos de la sociedad expresaron sus desacuerdos o su descontento. Los 
periódicos, las revistas, que hace seis años no publicaban nada sobre 
economía; programas especializados en la radio y las televisiones pri­
vada y estatal, el Congreso de la Unión, etcétera, han servido de foro 
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para seguir de cerca lo relativo a la producción, el empleo, los pre­
cios, las finanzas · públicas y muchos otros temas similares. 

El propio presidente de la República señaló en más de una oca­
sión que su política económica no buscaba populismos efímeros y que, 
en cambio, ella habría de sentar las bases para una etapa posterior 
de crecimiento, estabilidad y distribución, alejada de los desequili­
brios marcados de 1982. Se recordará que el presidente De la Madrid 
asumió su cargo apenas tres meses después de la nacionalización de la 
banca privada y que promovió reformas constitucionales para dotar 
de un marco más específico a la actividad económica estatal, a 
partir de lo cual, entre otras medidas, se planteó la reprivatización de 
la tercera parte de la banca y de prácticamente la totalidad del sec­
tor financiero no bancario. Se adujeron razones, tales como la demo­
cratización de la propiedad, la mayor eficiencia en la intermediación 
financiera, etcétera. Pero no se alcanzaron dichos propósitos. El pago 
de la indemnización se realizó con amplias ventajas para los ex pro­
pietarios y en un plazo mucho más corto del que había previsto el 
decreto expropiatorio. Ni eso bastó para que los antes banqueros de­
jaran atrás prácticas especulativas y desnacionalizadoras, como pudo 
corroborarse antes y después de la caída de la bolsa en octubre de 
1987. 

El discurso oficial que ha imperado en los últimos tiempos se ha 
referido a cambios sustanciales en nuestra economía, señalando cómo 
los cambios estructurales en la política económica han operado a pe­
sar de la crisis, con ella, para bien del país y su futuro mediato e in­
mediato: más específicamente, las finanzas públicas, la inflación ( a 
la que se supone se está en vías de derrotar) , la descentralización y la 
inserción de la economía mexicana en la mundial, son los expedientes 
más utilizados por el discurso oficial para referir mejores condiciones 
de la economía nacional respecto a 1982 y para acceder a una nueva 
etapa de cr~cimiento con equidad. 

Ha habido también deterioros en los niveles de vida de la pobla­
ción, pero éstos se achacaron siempre a efectos de la crisis; así pues, a 
juicio de las autoridades en turno si no se hubiera hecho lo que se 
hizo la situación del país sería aun peor. Al mismo tiempo, desde 
las esferas oficiales se insistió en que no se cometieron errores de 
concepción ( en un tiempo sólo de "instrumentación'') y las fallas se 
imputaron a factores exógenos: los terremotos, el precio del petró~ 
leo, la tasa de interés, los mercados bursátiles, etcétera. 
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En el texto que sigue se hace una primera aproximación a lo que 
se supone son los cambios estructurales, a la vez que se sugiere como 
hipótesis que el abatimiento de los niveles de bienestar ha estado 
asociado a dichos cambios y que, por lo tanto, sí existe responsabili­
dad de la política económica en cuanto a los mayores índices de desi­
gualdad económica y social que padecemos. 

FINANZAS PÚBLICAS: REORDENACIÓN Y CAMBIO ESTRUCTURAL 

• 1 

Uno de los grandes desequilibrios que encontró la administración que 
tomó posesión hace seis años fue el ubicado en el expendiente de las 
finanzas públicas. 

La debilidad financiera del sector público y el anquilosamiento 
de su estructura fiscal se hizo evidente al finalizar el sexenio de López 
Portillo y coincidió fatalmente con la crisis crediticia internacional, 
en particular con lo que ha sido caracterizado como la quiebra del 
financiamiento soberano y cuyo rasgo fundamental se ha expresado 
desde finales de los setenta y a lo largo de la década en curso, en un 
problema de desfinanciamiento ( Clemente Ruiz Durán, 1987) . 

En efecto, los grandes déficit del sector público propiciados por 
una estructura fiscal anquilosada, que no se adaptó con la suficiente 
celeridad a las necesidades de crecimiento e industrialización, fueron 
financiados durante una larga etapa con recursos externos, dado el 
exceso de liquidez internacional, bajas tasas de interés y un proceso 
eficiente y fluido de recursos a través de la banca privada interna­
cional. 

El anquilosamiento de la estructura fiscal que convivió y se desa­
rrolló paralelamente con la etapa del financiamiento soberano, se ex­
presó como un problema estructural cuando las tendencias financieras 
internacionales se revirtieron. Esto es, cuando el sistema crediticio in­
·ternacional en.tra en su etapa de desfinanciamiento, se contrae la 
liquidez internacional, se elevan sustancialmente las tasas de interés, 
se deterioran los términos de intercambio y la banca privada interna­
cional se vuelve reticente a renovar los flujos de recursos frescos, las 
estructuras anquilosadas de las finanzas públicas no pueden respon­
der endógenamente a las necesidades del financiamiento. Tal es la 
situación que se presenta en 1982, expresada fundamentalmente a 
través de un déficit público que como proporción del producto inter-
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no bruto alcanzaba el 17 o/o ( véase el cuadro 1 ) . De ahí que para la 
nueva administración el saneamie,nto financiero del sector público se 
convierte en una cuestión central de su estrategia económica. 

Como se recordará, el diagnóstico oficial de la crisis de 1982 re­
conocía tanto la existencia de causas coyunturales como estructura­
les. En él; se otorgaba un papel fundamental a las finanzas públicas. 
En consecuencia, la estrategia que habría de enfrentarla postulaba la 
necesidad inicial de reordenar la economía en el corto plazo, para 
instrumentar los cambios estructurales necesarios que colocaran al país 
de nueva cuenta en la ruta del crecimiento sostenido, justo y eficiente. 

La política que pretendía la restauración de los equilibrios finan­
. cieros se concentró en el Programa Inmediato de Reordenación Eco­
nómica, cuyos obejtivos centrales fueron el combate a la inflación, la 
protección del empleo y la recuperación de las condiciones económi­
cas del crecimiento. La política económica se orientó así a la contrac­
ción de la demanda, inducida por la política restrictiva del gasto 
público y la reducción del salario real, a la que se asocian a la vez las 
condiciones de escasez de ·divisas y los compromisos derivados del en­
deudamiento con el exterior. 

El ajuste fiscal fue así una variable permanente a lo largo del 
sexenio. Bajo la concepción gubernamental, se entendió que la con­
tracción del gasto público y el aumento de los ingresos del sector per­
mitirían una reducción sustancial del déficit público, al que se achaca­
ba la principal responsabilidad de la espiral inflacionaria. Reduciendo 
el déficit. en consecuencia, se reducirían presiones inflacionarias, pero 
además se induciría una contracción de la demanda agregada y de la 
actividad económica que disminuiría también los requerimientos de 
importaciones, con lo que se lograría restablecer el equilibrio en el 
frente externo de la economía. 

Bajo esta concepción se articulan entonces divers~s acciones orien­
tadas a influir sobre el comportamiento de la demanda, de la oferta 
y de los precios. Las acciones sobre la oferta se basan en la reorienta­
ción del gasto público, en programas de protección a la planta indus­
trial y, de manera fundamental, en lineamientos de moderación de las 
utilidades y los salarios. · 

La adecuación de la demanda al ritmo de expansión de la oferta se 
lleva a cabo a través de la reducción del déficit público, de la revisión 
de las tasas de interés, con decisiones fiscales que penalizan al con­
sumo y con modificaciones en precios y tarifas públicas con la intención 
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de lograr un reacomodo del gasto. Así, la estrategia colocaba a la po­
lítica de ingreso-gasto como el eje central de sus acciones en el logro 
de sus objetivos reordenadores. 

Más en particular, el saneamiento de las finanzas públicas se postu­
laba en varios de los puntos del propio PIRE. En el punto uno, por 
ejemplo, se señalaba: 

Disminución del crecimiento del gasto público. La reordenación 
económica plantea la austeridad en el gasto público, racionali­
rando su monto y ajustándolo a la capacidad de absorción de la 
economía y a la fortaleza del ahorro interno; se reordenan 
para preservar los servicios sociales, reorientar la inversión, aten­
der el pago de la deuda y contener el crecimiento del gasto co­
rriente para aumentar el ahorro público (Programa Inmediato 
de Reordenación Económica, 1982 ) . 

Respecto a los ingresos, en el punto seis del PIRE se precisa: 

Aumento de los ingresos públicos para frenar el crecimiento del 
déficit y el consecuente aumento desproporcionado de la deuda. 
Para ello se profundizó la reforma fiscal para lograr mayor equi­
dad y recaudación; se incrementaron los precios de los bienes y 
servicios que produce el sector público, con aumentos mayores 
para aquellos que consumen los grupos sociales de más altos in­
gresos relativos; y simultáneamente se está exigiendo mayor efi­
cacia y productividad a la empresa pública. 

Los planteamientos de la política fiscal no se agotaban en el postu­
lado de sus objetivos reordenadores, sino que se proyectaban en aquellos 
que apuntaban hacia el cambio estructural de las finanzas públicas. 
El fortalecimiento del ahorro interno se planteó como línea estraté­
gica fundamental, tanto con respecto al sector privado como al público. 

El mantenimiento de la participación de inversión pública en la 
formación de capital, con énfasis en aquellos sectores donde es 
prioritaria la presencia del Estado, estará vinculado al aumento 
de su propia capacidad de financiamiento (Plan Nacional de De­
sarrollo, 1983 ) . 

Para alcanzar este propósito se planteó la necesidad de fortalecer los 
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ingresos públicos, racionalizar el gasto y reestructurar al sector para­
estatal, guardando las prioridades de las empresas en las que se justi­
fique la presencia estatal, pero eliminando aquellas que impliquen una 
innecesaria desviación de esfuerzos por parte del sector público. 

Otra línea de acción fundamental dentro de la estrategia de cambio 
estructural fue la que se refiere al mejoramiento en la asignación de 
recursos financieros para evitar canalizarlos hacia proyectos de baja 
productividad social. En este sentido se planteó la reordenación de la 
inversión pública, concentrando recursos, mejorando la programación 
de las obras y su vinculación con otros proyectos complementarios, 
reforzando las normas que garantizaran la honestidad de su ejecución. 

Es claro pues que la evolución de las finanzas públicas a lo largo 
del sexenio jugó un papel destacadísimo en la política económica que 
hizo frente a la crisis desde 1982. Reformas fiscales con la intención 
de inducir un menor endeudamiento y una mayor capitalización de 
empresas; revisión de la estructura de precios y tarifas de los bienes 
y servicios públicos con la pretensión de reconocer costos sin trasladar 
ineficiencias y promover la mejor asignación de recursos; disciplina 
férrea presupuesta! y reorientación del gasto fueron, en suma, los prin­
cipales argumentos que, según el juicio gubernamental, han permitido 
el saneamiento de las finanzas gubernamentales. 

¿ Hasta qué punto ha sido así? ¿ Después de seis años se ha operado 
un cambio estructural en el comportamiento de las finanzas públicas? 
¿ Los cambios son apenas parciales? ¿ Cuáles son sus alcanse? 

La política de contracción del gasto público aplicada a lo largo de 
la administración tendió a concentrarse en el gasto programable, es 
decir, el destinado al consumo y la inversión, tanto a nivel del gobier­
no federal como en el sector paraestatal. En el caso del gobierno fe­
deral los· renglones más castigados fuer<;>n el de consumo y el de trans­
ferencias reflejando una pérdida impresionante en su participación 
respecto al PIB. De igual forma, el gasto de capital se contrajo dra­
máticamente y pierde durante el periodo más de tres puntos porcen­
tuales como proporción del producto interno. 

En contraste, el gasto para servir la deuda interna y externa por 
parte del gobierno federal ha aumentado extraordinariamente. Este 
renglón ha ganado una participación en la estructura del gasto, pues 
pasó del 19.2% en 1981 a más del 50% en 1987~ Su ganancia como 
proporción del PIB se incrementó del 5.5% a cerca del 15% en 1987. 
Lógicamente que el mayor gasto para hacer frente a esta carga ha 
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significado la postración del gasto programable ( el destinado a con­
sumo y a inversión) . 

En el sector paraestatal la evolución del gasto no fue muy distinta, 
pues prácticamente todo el sector se vio maniatado por la política de 
austeridad y salta a la vista también el retroceso en el gasto de in­
versión, cuya participación en el PIB se ha reducido en más del 50% 
de 1981 a 1987. 

En el caso del sector paraestatal, el renglón de pago de intereses dis­
minuyó por la política de asunción de pasivos seguida a todo lo largo 
del sexenio por parte del gobierno federal. 

En lo que respecta a la estructura de la recaudación, ésta sigue 
mostrando una alta dependencia de los ingresos petroleros y el reutgo 
de la recaudación no petrolera se ha hecho más agudo (por lo menos 
así se observó hasta finales de 1987). Los ingresos trib1:1tarios y no 
tributarios muestran una marcada rigidez, compensada, un poco, por 
la dinámica de la tributación indirecta. De este modo la tributación 
muestra una tendencia a apoyarse de manera creciente en los impues­
tos indirectos a costa de los gravámenes directos. El impuesto sobre 
la renta pierde participación en el PIB y se apoya cada vez más en la 
tributación de las personas físicas y no en los ingresos de las sociedades 
mercantiles. De hecho, hasta 1987 el Estado recaudaba más ingresos 
provenientes del ISR pagado por las personas físicas que el pagado por 
las empresas. Ambos fenómenos, el deterioro de la recaudación pro­
veniente de las sociedades mercantiles y su concentración en la impo­
sición indirecta, tuvieron severos efectos sqbre la reconcentración del 
ingreso. 

En la recaudación del sector paraestatal, la estructura de los in­
gresos sigue dependiendo de PEMEX. Los ajustes a los precios y tarifas 
públicas en el mercado interno compensaron las disminuciones de in­
gresos que provocaron las caídas de los precios internacionales del 
petróleo y de hecho la evolución positiva que muestran descansa en ese 
renglón, con fuertes efectos inflacionarios. 

En suma, a pesar de los esfuerzos de saneamiento de las finanzas 
públicas por parte de la política económica durante los años ochenta, 
la estructura fiscal no ha podido superar su anquilosamiento. Ello se 
expresa en la permanencia y a veces agravamiento de por lo menos 
tres circunstancias: dependencia de los recursos petroleros, agudiza­
ción de la debilidad tributaria y distorsión financiera. 

El superávit primario alcanzado y mantenido prácticamente desde 
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1983, no se debe a un efectivo saneamiento fiscal, ni mucho menos a 
una favorable evoluci6n de los ingresos públicos, sino que se apoy6 en 
la severa contracci6n del gasto destinado a consumo e inversión y 
en el ajuste de precios y tarifas de los bienes y servicios públicos, con 
fuertes impactos negativos sobre el mercado interno y el nivel de 
precios. Ante la permanencia de la debilidad tributaria, el superávit 
s6lo ha podido mantenerse mediante contracciones del gasto o me­
diante aumentos de precios y tarifas con los consecuentes efectos rece­
sivos e inflacionarios. 

Por su parte, el déficit financiero no ha podido abatirse por la carga 
de los intereses de la deuda interna y externa, misma que en lugar de 
haber disminuido su participaci6n en el PIB, ha aumentado. Con ello, 
la proporci6n del déficit financiero respecto al producto es apenas 
ligeramen,te menor que la del principio del sexenio, y no es más alto 
por el sacrificio en inversi6n y consumo a que se ha sometido al país. 
En otras palabras, esto significa que en 1982 el déficit público era 
muy alto, pero se destinaba una proporci6n mayor del gasto al con­
sumo y la inversi6n. Seis años más tarde, el déficit es casi de la misma 
proporci6n y el gasto al consumo y la inversi6n es muchísimo menor. 

Debilidad tributaria y distorsi6n financiera, son circunstancias in­
compatibles con la despetrolizaci6n de las finanzas públicas y hablan 
de una estructura fiscal todavía anquilosada ( véase el cuadro 1). 

Ahora bien, por lo que respecta a la rectoría del Estado, hasta antes 
del Pacto de Solidaridad Econ6mica estuvieron presentes más bien 
cambios de forma que intentaron inducir una mayor eficiencia de las 
empresas paraestatales en la actividad econ6mica. ·Por ejemplo, el total 
del sector público en 1982 representaba el 23.3% del producto interno 
bruto, participaci6n que se eleva para los dos años siguientes ( sobre 
todo por la mayor participaci6n de organismos y empresas) y que 
para 1985 representa el 22.9o/o. 

Sin embargo, contra lo que pudiera pensarse, el sector público si 
bien ha perdido algo de su participación en la economía ( medida .por 
su peso en la generación del producto interno bruto global) , no puede 
decirse lo mismo para el personal ocupado en él. De acuerdo con las 
cifras disponibles, que llegan hasta 1985, en 1980 el sector público daba 
empleo al 17.% de la poblaci6n ocupada total; en 1983 al 20.5% y 
en 1985 al 21.4%. 

Este proceso de "redimensionamiento del Estado" se agudiz6 en los 
últimos meses por los acuerdos contenidos en el Pacto, que especifi-
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CUADRO l. Finanzas públicas (% del PIB) * 

1982 1983 1984 1985 1986P 1987P 

Uso total de recursos (de caja) 16.9 8.6 8.5 9.6 16.0 15.8 
In~ermediación financiera 1.3 0.5 1.4 1.5 1.1 1.0 

Déficit económico 15.6 8.1 7.1 8.0 14.9 14.9 
Balance primario :-7.3 3.7 6.6 4.0 2.2 5.1 
Balance operacional n.d. -0.5 -1.3 o.o -1.5 1.4 
Ingresos presupuestales 27.8 31.7 29.9 30.3 29.3 29.0 

Petroleros 11.1 16.1 15.1 13.3 11.4 11.8 
No petroleros 16.7 15.6 14.9 17.0 17.9 17.2 

Gastos presupuestales 41.8 39.0 37.7 37.4 42.3 43.0 
Gasto no programable 15.8 16.8 16.8 15.7 20.1 22.6 

Intereses 11.8 12.7 12.4 11.7 16.9 19.6 
Otros 4.0 4.2 4.4 4.0 3.2 3.0 

Gasto programable 26.0 22.2 20.9 21.7 22.2 20.4 
Gasto de operación 17.9 16.4 15.7. 17.2 17.8 15.6 
Gasto de inversión 8.1 5.8 5.2 4.5 4.5 4.8 

* Cifras calculadas con base en el PIB revisado 1980 = 100. 
P Cifras preliminares. 

caron el logro de metas tanto por lo que se refiere a la situación de 
las finanzas públicas, como al propio aparato productivo estatal. Mien­
tras este proceso respondió a la idea de dotar al ente económico que 
condujo el desarrollo del país durante las últimas cinco décadas de 
una mayor eficiencia, podría no haber desacuerdo. Pese a ello se han 
practicado algunas medidas que a decir verdad poco favor le hacen a 
ese propósito. 

En suma, las acciones adoptadas para reducir el · gasto del sector 
público involucraron este proceso de redimensionamiento, que impli­
có, en algunos casos, la transferencia de empresas al sector privado. 
En diciembre de 1982 el número de empresas públicas era de 1155 
ubicadas en casi todos los sectores productivos. Hacia mediados de 
1988 sólo quedaban 449 empresas de participación estatal en áreas 
s~leccionadas. A pesar de ello, su impacto real medido en términos 
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de la participación del sector público en el PIB fue de sólo 2.5% y su 
efecto financiero sobre el presupuesto fue aproximadamente de 10%. 
En este sentido, cabe el argumento de que el efecto ha sido más bien 
marginal en términos del ahorro del sector público. En todo caso, 
existen muchas dudas sobre los criterios utilizados para decidir la 
venta, fusión, liquidación o desaparición de empresas paraestatales. No 
está suficientemente claro si prevalecieron criterios financieros o si la 
desincórporación se sustentó en criterios de eficiencia y productividad. 

LA INFLACIÓN 

Durante todo el sexenio, el combate a la inflación fue un objetivo de 
la política económica. Año tras año ese propósito se reiteró en razón 
de la ineficacia de las medidas instrumentadas para abatirla. De forma 
más que obstinada la principal responsabilidad del alto crecimiento de 
los precios se achacó sistemáticamente al desequilibrio fiscal heredado 
del sexenio anterior y, como vimos, sobre la posibilidad de reducirlo 
se trabajó arduamente. Mayores ingresos públicos derivados del ajuste 
permanente de precios y tarifas del sector paraestatal y los grandes 
recortes al gasto en consumo y en inversión, llevaron en breve plazo 
a la obtención de un superávit primario cuyo correlato inflacionario 
apenas se expresó en un descenso de 20 puntos en el ritmo de creci­
miento de los precios, en contraste con la meta original propuesta para 
1983 de reducirlo 50%. 

El costo del ajuste significó, en términos productivos, una caída del 
4.2% que, sin embargo, dada la contracción del mercado interno y la 
reducción del nivel de actividad económica permitió generar un ex~ 
cedente que se canalizó a pagar el servicio de la deuda externa ( véase 
el cuadro 2) . 

Más allá del dramático costo social del sobreajuste fiscal de 19~3, 
las autoridades gubernamentales consideraron que la economía había 
recuperado condiciones de equilibrio en distintos frentes y se propu­
sieron iniciar el crecimiento para 1984, no sin que para ese año estu­
viera de nueva cuenta presente el objetivo de continuar abatiendo el 
ritmo de crecimiento de los precios. 

Declarados los propósitos de recuperar el crecimiento de la econ~ 
mía, la política fiscal se flexibilizó pese a que seguía atribuyéndose la 
responsabHidad de la inflación al déficit fiscal. En 1984 la economía 
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se recuperó por el efecto de la flexibilización del gasto público y de un 
crecimiento moderado de la inversión privada, dados los estímulos fis­
cales que a esta última se le concedieron. El déficit público ya no dis .. 
minuyó, pero sí en cambio el crecimiento de los precios. Esta vez la 
inflación cerró en un nivel de 59%, otros 20 puntos abajo del nivel 
del año precedente. 

Iniciada la recuperación en 1984, el año de 1985 volvió a ser de 
crecimiento, aunque más moderado que el del año anterior. La infla­
ción, sin embargo, cobró fuerza renovada y cerró a un nivel de 63.7% 
anual, tasa superior a la registrada en 1984. El año de 1985 ya no fue 
de expansión del gasto. Como se recordará, fue precisamente durante 
él cuando se iniciaron los recortes de personal del sector público, el 
congelamiento de plazas y la cancelación de programas de inversión, 
supuestamente no prioritarios. A pesar de las reducciones del gasto 
del sector público, la inflación no retrocedió. Se había iniciado ya un 
círculo vicioso en el que el sector público financiaba su gasto colo­
cando crecientemente bonos de deuda pública a tasas de interés muy 
altas que abultaban el endeudamiento interno e impedían la reducción 
del déficit público nominal. Las altas tasas de interés empezaron a con­
vertirse de este modo en un elevado costo financiero para las em­
presas, el cual trasladaban a los precios para proteger sus márgenes 
de utilidad. 

Contrariamente a lo que se sostenía desde la visión del gobierno, la 
inflación se explicaba por el lado de la oferta, es decir, de los costos 
de producción. Tasas de interés, tipo de canibio en permanente deva­
luación y ajuste de precios y tarifas del sector público para seguir 
saneando las finanzas estatales, generaban presiones sobre los precios 
que se disparaban a niveles insospechados. 

En efecto, 1985 fue el primer año en el que los precios del petróleo 
en el mercado internacional empezaron su inestabilidad y su baja ace­
lerada que se hizo dramática en febrero de 1986. El impacto, como se 
sabe, fue más allá de lo previsto y la política económica respondió con 
nuevos ajustes a precios y tarifas públicos destinados al mercado do­
méstico. Para promover las exportaciones no petroleras (manufactu­
ras) el tipo de cambio siguió devaluándose, constituyéndose en un 
subsidio significativo a los exportadores. Se -abrió entonces un esce­
nario de permanente elevación de costos que atizaba la inflación. El 
año de 1986 cerró así con un nivel de inflación superior al de 1982, 
esto es de 105.7%. El déficit público ya no pudo bajarse más y dada 
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la carga financiera del servicio de la deuda interna que se agreg6 a la 
externa, empez6 a ser creciente. En la producci6n, el estancamiento se 
present6. 

Pese a las evidencias de que la inflación se disparaba por la eleva­
ci6n de los costos y la inercia, la política de 1987 se aferró a sus postu­
lados dogmáticos. Promovido desde medios gubernamentales, el mer­
cado de valores se desarrolló vertiginosamente sin regulación oficial 
alguna (permitiendo violaciones a la ley), lo que propició que la es­
peculaci6n y la inestabilidad financiera se apoderaran del ambiente 
económico pese a que al mismo tiempo se presentaban síntomas de 
recuperaci6n productiva. 

El anuncio por parte del partido oficial de su candidato a la Pre­
sidencia de la República, concedi6 a los inversionistas del sistema fi­
nanciero no bancario una semana más para realizar sus ganancias 
antes del desplome bursátil que precipitó la salida de éstos del merca­
do y la compra desmesurada de activos financieros foráneos. Frente 
a esto, todavía en noviembre el Banco de México respondi6 en per­
fecta congruencia con la ortodoxia que le ha caracterizado retirándose 
del mercado cambiarlo y. decretando una nueva devaluación del tipo de 
cambio libre. La medida desat6 la especulaci6n de comerciantes y 
productores y el nivel de precios se destapó, sin que al parecer hubie­
ra algo que lo parara. El año de 1987 cerr6 con una inflaci6n hist6-
rica de 160%. 

Por eso entr6 en vigor el Pacto de Solidaridad Econ6mica, un pro4 • 

grama antinflacionario concertado con los principales actores y sec­
tores que participan en la economía. El pacto condujo a una sensible 
disminución de los precios en muy breve plazo. De tasas de inflación 
superiores al 15% en enero a 1%~ y menos, en septiembre. Ello 
implicó costos: el deterioro de los salarios reales y la recesión en el se­
gundo semestre del año, entre los más graves. 

A estas alturas todavía no es posible declarar si el pacto tendrá éxi­
to en términos de haber desaparecido la memoria inflacionaria y por 
ende la inercia que lleva a incrementos crecientes del nivel de precios. 
Parece exagerado el que vayan a permanecer congelados varios pre­
cios durante el tiempo de vigencia del programa, porque quienes 
fabrican esos productos ansiarían la más pequeña liberación de los con­
troles para intentar recuperar el rezago que sus precios han tenido. 

Si todo saliera bien, 1988 cerraría con una inflación de alrededor 
del 60%, cifra lejana de los niveles que en algún tiempo se planteó 
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el gobierno, pero que proyectada hacia adelante mostraría niveles 
de precios semejantes a los internacionales. Ello sería el resultado, en 
todo caso, de la introducción de factores heterodoxos en la aplicación 
de la política económica distintos a los que se habían ensayado en 
años anteriores, esto es, la introducción de controles y las medidas 
concertadas. La lección más importante del pacto parece consistir en 
que tiene más éxito una economía administrada, con controles, que 
dejarla al libre juego de las fuerzas del mercado. 

CuADRo 2. Marco macroeconómico 

1982 1983 1984 1985 1986P 1987J 

PIB '(var. % real)* -0.6 -4.2 3.6 2.6 -4.0 1.4 
Variación bruta de capital* 
f(var. % real) -16.8 -28.3 6.4 8.1 -12.0 -0.7 
Precios ( var. % ) 

INPC diciembre/diciembre 98.8 80.8 39.2 63.7 105.7 159.2 
INPC promedio 38.9 101.9 65.4 57.7 88.2 131.8 

Asegurados permanentes 
IMSS (var. %, 
diciembre-diciembre) -0.5 2.4 8.3 4.2 2.7 6;8 

P Cifras preliminares. 
• Cifras calculadas con base en el PlB revisado 1980 = 100. 

EL IMPACTO REGIONAL DE LA CRISIS 

Este país, que tradicionalmente ha sido una nación centralizada ( en 
todos los sentidos) a lo largo de este siglo ha contemplado el creci­
miento acelerado de los núcleos urbano-industriales de la ciudad de 
México,. Monterrey y Guadalajara .. Sin embargo, este perfil regional 
muestra signos de un ligero cambio que probablemente sea compatible 
con un nuevo modo de desarrollo. 

En estos últimos años se observó que la crisis l_ia golpeado más du­
ramente las regiones y los centros económicos asociados a la produc-
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ción y distribución de bienes y servicios relacionados con el mercado 
interno. 

Lo anterior, desde luego, se combina con la caída de los ingresos, 
particularmente de los salarios reales. Pero mientras estos espacios re­
troceden en términos de consumo e ingreso regional, otras regiones y 
centros productivos observaron un crecimiento bastante dinámico. 
Estas regiones son aquellas que se han asociado a la exportación de 
bienes de todo tipo. Por ejemplo, Michoacán se ha especializado en 
ciertos frutos y la carne de cerdo; Zacatecas, en la exportación de mi­
nerales, y Coahuila y Sonora en maquiladoras, agricultura de expor­
tación (jitomates, manzanas, peras, etcétera)' y manufacturas vincula­
das a una moderna planta industrial. Por lo tanto, es posible aventurar 
la hipótesis de que progresivamente tendrán un ingreso más dinámico 
y elevado aquellas regiones ligadas al modelo de crecimiento hacia 
afuera (Rolando Cordera y González Tiburcio, "Saldos productivos 
y sociales, 1982-1987"). 

Por otro lado, los centros tradicionales (México, Monterrey y Gua­
dalajara) han sido los más perjudicados por la crisis. La causa de este 
deterioro es múltiple, pero básicamente está relacionada con el rol 
de productores y distribuidores de bienes y servicios para el mercado 
interno, por lo que la caída de la demanda interna ha provocado una 
agudización de la crisis en los centros tradicionalmente dinámicos. 
Desde luego, la profundización de la recesión ha generado una multi­
plicación de los problemas de desocupación y caída del ingreso, puesto 
que estas regiones son las que ocupan los primeros lugares en la par­
ticipación espacial del producto, el ingreso y el empleo. Particular­
mente, la ciudad de M~co sigue manteniéndose -por mucho-- eri 
el primer lugar de la participación en producto, ingreso, empleo, co­
mercio, ganancias, etcétera. 

Por ello es posible afirmar que la descentralización real del país 
responde más a fenómenos Que tienen que ver con los nuevos patrones 
de la demanda, más que a los efectos de la política de descentraliza­
ción. Esta última en muchos casos fue ineficaz o incompleta en razón 
de que en ocasiones se descentralizan facultades pero no se descentra­
lizan en igual magnitud los recursos. Sólo la descentralización del 
propio gobierno federal se puede considerar relativamente eficaz. 

No obstante, el gasto público federal sigue ocupando alrededor del 
90% del gasto total, dejando el restante 10% a los gobiernos estatales 
y municipales. La crisis económica y la política de ajuste no han tenido 
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los mismos efectos, ni sus consecuencias han sido de la misma magnitud 
en las distintas regiones del país. Pese a ello, se mantiene una desigual­
dad económica y social intra e interregional; hay un cambio en el 
perfil del dinamismo en términos territoriales. 

Es posible que esta tendencia no sólo sea coyuntural, sino por el 
contrario, una fuerza que modele en el largo plazo una (probable) 
nueva distribución regional de la riqueza. 

CUADRO 3. Sect'or financiero 
----· - ------

1982 1983 1984 1985 1986P ]987P 

Captación financiera 
(saldo mmp) 3 094.6 5 194.0 8 843.1 13 080.1 26 687.6 69 491.6 

Crecimiento real "C:%) -10.0 -7.1 6.9 -9.7 -0.8 0.5 
Captación bancaria 
(saldommp) 2 280.4 4 707.4 7 996.8 11669.5 23 270.0 55 463.0 
Crecimiento real f%) -14.5 -8.9 6.7 :........:10.6 -3.3 -8.0 

Crédito a los sectores 
privado y social "(banca 
múltiple) "( saldo mmp) 1 268.7 1 821.4 3 374.8 5 167.0 8 742.0 23 857.0 

Crecimiento real ( % ) -37.2 -20.6 16.4 ---6.5 -17.7 5.3 
Tipo de cambio 
"( depreciación 
promedio%) 

Libre 133.3 162.8 23.2 67.5 105.6 120.4 
Controlado (ventanilla) n.d. 109.2 39.6 53.2 137.9 123.6 

CPP nominal 
diciembre ( % ) 46.1 56.4 47.5 65.7 95.3 104.3 

11 Cifras preliminares. 

MÉXICO Y LA ECONOMÍA MUNDIAL 

Otro renglón donde se aduce ha habido un cambio estructural es en 
el de la inserción de la economía mexicana en la mundial. La estra­
tegia de cambio estructural aquí se delineó en cuatro aristas: el fo­
mento de las exportaciones, la racionalización de la protección, la 
atención de las franjas fronterizas y las negociaciones comerciales a 
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nivel internacional. Todo esto debía haber conducido a que los ·pro­
ductores mexicanos se hubieran convertido en agentes más eficientes 
para que produjeran con calidad a bajos precios, pudiendo asi expor­
tar y brindar entonces las divisas que el país requiere tanto para cum­
plir con sus compromisos financieros como para poder financiar el 

. proceso de desarrollo. 
Con respecto al fomento a las exportaciones, la estrategia implicó 

la creación de condiciones macroeconómicas a partir de las cuales el 
país exportara más y sus ventas al exterior fueran más diversificadas 
para ya no depender de un producto que, por lo demás, no puede por 
sí solo fijar su precio de venta. Por ello, el principal apoyo practicado 
. fue la subvaluación de la moneda nacional frente al dólar. El tipo de 
ca,mbio desde el-mes de diciembre de 1982 favorecería las exportacio­
nes, sobre todo las de manufacturas. Los resultados están a la vista. 
Las exportaciones no petroleras que en 1982 eran una proporción pe­
queña del total, para el presente año serán prácticamente dos terceras 
partes del total exportado. 

De esto se desprende que tal clase de exportaciones ha registrado 
en estos años altas tasas de crecimiento, a excepción de 1985 año . en 
el cual comparadas con las del año anterior disminuyeron un 6.11 %. 
Para darse idea de lo que ha sido este proceso, mencionemos la.s tasas 
de crecimiento: en 1983 fue de 20.42%:; en 1984, de 18.74%; en 
1986, de 45.93%; en 1987, de 24.9%, y para 1988, es probable que 
superen el 15%. 

No obstante el desempeño favorable que han registrado las exporta­
ciones no. petroleras, el total de exportaciones puede decirse que no 
habrá cambiado a lo largo del sexenio por las bajas continuas del pre­
cio internacional del petróleo que han significado para el país una 
menor entrada de divisas. Esto fue cierto para 1985, pero sobre todo 
para 1986. De hecho, después del gran crecimiento que se registró en 
1984, cuando las exportaciones totales rebasaron los 24 mil millones 
de dólares, en 1988 no se tendrán más divisas por este concepto que 
en 1983. 

En realidad, si el precio del petróleo no hubiera caído en estos años, 
y las exportaciones no petroleras se hubieran comportado de la misma 
manera, México registraría para 1988 poco más de 27 mil millones 
de dólares de exportaciones totales, con lo cual probablemente fuera 
el país más exportador de América Latina, superando a Brasil y quizá 
también hubiera rebasado a Corea del Sur. Pero este tipo de razona-
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miento no es muy válido porque si no hubiera caído el precio del 
crudo la economía no se hubiera precipitado a la recesión, y ésta no 
hubiera impulsado las exportaciones de manufacturas. Porque hay que 
decir que ese comportamiento, tan festejado en las esferas oficiales, de 
las exportaciones no petroleras ha tenido dos ejes que han sido los 
bajos niveles de actividad económica -para no hablar del estado re­
cesivo en que hemos vivido-- y la política cambiaria. Innumerables 
investigaciones muestran cómo las ventas al exterior de manufacturas 
se ven estimuladas por la caída del mercado interno: los productos 
cambian de destino. Si la economía hubiera registrado tasas de cre­
cimiento cercanos al 4o/o anual, es seguro que este tipo de exportaciones 
no hubiera aumentado tanto. La recesión que implica la no genera­
ción de puestos de trabajo -y en algunos casos su destrucción- puede 
ser vista como uno de los costos que la economía y la sociedad tuvieron 
que pagar para exportar más. 

El otro estímulo para las exportaciones no petroleras ha sido el tipo 
de cambio. Pero esta variable es de primordial importancia en el 
rumbo que tomen los precios, como se ha podido observar antes y du- , 
rante el Pacto de Solidaridad Económica. El precio del dólar impacta 
precios ya sea directamente por la vía de mayores costos -puesto que 
las importaciones de insumos para la produción cuestan más-, o bien 
indirectamente a través de la generación de expectativas en los agen­
tes económicos que después de una devaluación o con un deslizamiento 
aumentan los precios de sus bienes porque lo anterior les indica que va 
a haber inflación y entonces ellos quieren adelantarse. 

La política cambiaria ha tenido ·efectos inflacionarios hasta el punto 
de conducir a la economía mexicana a una inflación inercial en la cual 
se generó la memoria inflacionaria que antes no existía lo cual par­
mitía que ciertas políticas antinflacionarias tuvieran algún ·éxito. No 
por otra cosa una de las principales palancas desinflacionarias del 
pacto ha sido el anclaje del tipo de cambio durante prácticamente un 
año. Y se sabe que lo dañino de la inflación no es en sí mismo que 
aumenten los precios, sino la distorsión que crea en la economía ya 
que hace muy complicada la planeación, pero sobre todo los grandes, 
enormes efectos que ella tiene en la distribución del ingreso, afectando 
a la población de menores recursos, pues la inflación no es ( como a 
veces se piensa en el Banco de México) un fenómeno monetario sino 
distributivo. 

En suma, se diversificaron nuestras exportaciones, pero los costos 
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que se tuvieron que pagar fueron muy altos: la inflación y la recesión. 
Preguntas clave para el próximo gobierno son: ¿puede exportar más 
sin bajos niveles de actividad económica? ¿ Los exportadores nacionales 
requerirán siempre del subsidio que significa el tipo de cambio sub­
valuado? 

Por lo que se refiere a la racionalización de la estructura de la pro­
tección, todavía parece ser temprano como para evaluar si se ha dado 
un cambio estructural significativo que muestre resultados favorables. 
Hay un dato aleccionador y que evidentemente sí representa un cam­
bio: sólo una mínima parte de las fracciones arancelarias están sujetas 
a permiso previo de importación ( no más del 6%), lo cual es C!)n­
trastante con lo que existía a principios de sexenio cuando práctica­
mente el 100% de las fracciones requerían de permiso para su entrada 
al país. 

Pero no sólo la protección está basada ahora en aranceles, sino que 
la estrategia también ha impulsado la disminución arancelaria y de 
sus niveles. En 1982 el arancel máximo era de hasta 100%, y en 1983 
había 13 niveles arancelarios. En cambio ahora, sobre todo a partir 
de la implantación del Pacto de Solidaridad Económica, el arancel 
máximo es de 20% ( el arancel promedio es de 9.9%) y sólo hay cinco 
niveles. El principal objetivo por el que se han decretado estas medi­
das ha sido, en los últimos tiempos, la lucha contra la inflación porque, 
teniendo un tipo de cambio fijo y aranceles bajos, los productores na­
cionales compiten directamente con los extranjeros. Al suceder así 
las cosas no hay muchas posibilidades de que aumenten fácilmente sus 
precios porque eso en los hechos equivaldría a no vender. Las em­
prestas quedan entonces atrapadas: no pueden ajustar libremente sus 
precios, pero podría ocurrir que por lo mismo quebraran. Esta última 
posibilidad es dañina pero ha sido vista por el gobierno como un costo 
que en· tdo taso deben pagar las empresas ineficientes, aunque no se 
repara mayormente en los efectos que sobre los niveles de empleo pu­
diera tener esto. Por lo demás, la apertura comercial, tan radical, ha 
pecado de discriminatoria. Las empresas que se ub~can en las. ramas 
automotriz y farmacéutica se han beneficiado de poder contar con 
prohibiciones de importación. Con el pretexto de que exportan y de 
que lo pueden hacer en mayor medida, dentro del país venden a pre­
cios elevados y en no pocos casos producen ineficientemente. Quizá 
sea una simple coincidencia, pero ambas ramas están en manos de ex­
tranjeros. 
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La racionalización de la· protección también comprendió la desapari­
ción de los precios oficiales de importación. Se piensa que el mero 
hecho de estar adherido al Acuerdo General sobre Aranceles Adua­
neros y Comercio ( GATT)' lo hace disfuncional e innecesario. De cual­
quier manera es un proceso que se vino dando desde 1983. En ese 
año había mil 380 fracciones de la Tarifa de Impuesto General de 
Importación con precio oficial; en 1986, quedaban 960, y para 1987, 
alrededor de 50. 

En lo tocante a las negocilaciones comerciales y la búsqueda de me­
jores relaciones a nivel bilateral, multilateral y regional, las cosas han 
funcionado relativamente bien porque en muchos casos, mediante 
acuerdos, México ha podido desplazar competidores. Se han suscrito 
múltiples acuerdos bilaterales para ya no depender de un sólo merca­
do. Quizá el caso más significativo. en este renglón sean los mayores 
índices de comercio ( aunque también de financiamiento y de inversión 
extranjera) con la Comunidad Económica Europea, y sobre todo con 
Japón. Por esta vía, no obstante los bajos ritmos de crecimiento de la 
economía mundial y sus correspondientes bajas tasas de crecimiento 
de las importaciones, México ha encontrado posibilidades de hacer 
aumentar sus exportaciones. 

Multilateralmente, el gobierno del presidente De la Madrid tomó 
la decisión más importante al suscribir el GATI' en 1986. Aunque siem­
pre dio la impresión de que ya e:r¡3. una decisión tomada de antemano, 
el proceso se dio mediante una consulta llevada a cabo por el Senado 
de la República. Este estimó que no había inconvenientes de ningún 
tipo para iniciar negociaciones con el organismo internacional, por lo 
que el presidente autorizó a empezarlas. Son dos años de pertenencia 
y participación y es posible emitir, con base en lo que ha ocurrido en 
ese tiempo, una opinión. La economía mexicana no se ha quebran­
tado como mucho se pensó. Tal vez porque esta economía ya estaba 
muerta y no se había advertido, los cierres de empresas no pueden 
ser adjudicados ta la suscripción de ese acuerdo. Antes se podría cul­
par a la política crediticia, a la deuda, o a cualquier otra cosa. Pero 
ni siquiera la apertura llevada a sus extremos ha sido responsabilidad 
del GATT, ha sido una decisión gubernamental. 

En el terreno de lo que ha servido el GATT en las disputas comer­
ciales y su contribución para darle salida a }¡as dificultades, hasta la 
fecha es poco lo que puede decirse. Sin embargo, es posible señalar­
la resolución favorable que dio cuando rechazó el que Estados Unidos 
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qms1era imponer un gr,avamen a la importación de petróleo crudo 
que de ser implantado México se perjudicaría gravemente. Pero to­
davía está por verse si sus dictámenes tienen la suficiente fuerza como 
para hacer que ese país los cumpla dado su comportamiento de otor­
garle más peso •,a lo que diga el presidente o el Congreso que a las 
disposiciones de organismos internacionales, cuyas reglas, si bien se ha 
obligado a cumplirlas, también ha expresado que no puede hacerlo 
hasta el grado de ser incompatibles con decisiones intentas. Desde luego 
que ese país utiliza en cambio el chantaje y las presiones comerciales 
para que las otras naciones sí se comporten en correspondencia con 
las normas del GATT. Así, lo que parece haber es un anquilosamiento 
del GATT: los países coni,tantemente violan el acuerdo y no siempre 
se cuenta con los medios para hacer que cumplan con lo que se obli­
garon a cumplir. 

Pero como mecanismo de defensa, el GATT no le ha dado a México 
los mejores result;ados. El ejemplo a la m~no, y de considerable im­
portancia, es cómo Estados Unidos ha manejado su Sistema Generali­
zado de Preferencias. A México se le ha ido quitando paulatinamente 
la posibilidad de partici~r en él. En términos tanto relativos como 
absolutos, nuestro país se ha visto más afectado que Brasil, Corea 
del Sur o la misma Nicaragua, dado que Estados Unidos impuso como 
regla a los demás países para gozar de las ventajas del sistema de pre­
ferencias acciones y actitudes políticas de corte "democrático". Como 
el sistema permite importaciones libres de impuestos y los países sub­
desarrollados incluidos en él resultan favorecidos porque los consumi­
dores norteamericanos pueden aumentar su demanda y los países sus 
ventas,· lo crucial es la discrecionalidad con que el gobierno estaduni­
dense lo ajusta a sus más estrictos intereses, lo cual es notable en el 
hecho de que en 1984· el Congreso estableciera que el presidente reti­
raría del satus de entrada sin arancel a cualquier país "que no dé 
pasos para otorgar los derechos de los trabajadores internacionalmen­
te reconocidos" a sus ciudadanos. Frente Ja esto el GATT poco ha hecho. 

El GATT ha servido como foro. De la reunión en Punta del Este en 
Uruguay en septiembre de 1986, surgieron cuatro conclusiones. Se 
acordó que no hay salida posible al entrampamiento financiero sin 
mercados de mercancías de los países industrializados, abiertos y ale­
jados, por ende, del proteccionismo. Pero si bien se reconoce que lo 
financiero y lo comercial forman parte de un mismo problema, los in­
dustrializados han impedido el avance de una solución a la deuda. 
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En segundo lugar, los países del Tercer Mundo lograron que se 
desarrollara una ronda de negociaciones cuyo plazo previsible es de 
unos diez años en el cual puedan definirse reglas comerciales. 

En tercer término se acordó acercar poco a poco el comercio 
agrícola mundial a los señalamientos específicos del GATT con vistas a 
liberarlo de diferentes restricciones cuantitativas y a disminuir tarifas 
arancelarias. 

Finalmente, el GATT incorporó a la ronda de negociaciones el tema 
del comercio de servicios,. para lo cual se intentará establecer un marco 
multilateral de principios y reglas para hacer de ese comercio algo 
transparente y, paulatinamente, libre. De este modo, las negociaciones 
continúan y así será durante un buen número de años. De no haber 
pertenecido México al GATT no hubiera podido participar en la con­
fección de reglas que en el futuro inmediato y mediato serán de enorme 
trascendencia para su economía. 

Por lo que toca a la política de ,atención a las franjas fronterizas, 
el dato más importante es que como nunca -y quizá como en ningún 
otro país- en estos seis años la industria maquiladora de exportación 
vivió un verdadero auge. Par..a darse idea de lo que ha sido este pro­
ceso, mencionemos que en 1982 había 588 plantas, y en 1988 la can­
tidad es de 1 220. Es evidente que este intenso crecimiento ha encon­
trado en el costo salarial uno de sus principales argumentos: el costo 
en dólares ·para ciudades de la frontera norte en salario mínimo por 
hora pasó de 1.38 en 1982 a 0.49 en 1987, esto es, una reducción 
de casi dos terceras partes. 

En términos del valor agregado por la industria maquiladora las 
cosas no son distintas. Salvo en el caso de 1985 en que se registró una 
disminución, el valor agregado en 1982 fue poco menos de 700 mi­
llones de dólares y más de 1 500 millones en 1987. 

En 1982 el producto interno bruto de las maquiladoras fue de 
343 millones de dólares a precios de 1970. Para 1987 esa cifra se había 
duplicado, pues fue de 692.2 millones de dólares. Más impresionante 
resulta el avance de las· maquiladoras si se observa la participación 
de las mismas en el total del PIB manufacturero. En efecto, en 1982 
fue el 2%, y en 1987 el 4.2%. 

En cuanto a la importancia de esta industria en la generación de 
empleos, es claro que se ha vuelto una actividad imprescindible. En 
1982 daban empleo a 122 mil 500 trabajadores, en 1987 a 325 mil, 
lo cual implica un aumento del 160%, De modo que si es juzgada la 
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instalación de plantas por sus efectos sobre la ocupación, es indudable 
que ha cumplido con un buen papel. Ello es más cierto cuando se ob­
serva que en 1982 el empleo en las maquiladoras era el 4.9o/o del total 
del empleo en la industria manufacturera; en cambio, para 1987 esa 
proporción era ya del 14.31%. 

Vista como productora de divisas para el país, esta industria. tam­
bién ha tenido avances importantes: en 1982 realizaba exportaciones 
por un total de 851 millones de dólares y en 1987 por mil 572 millo­
nes de d_ólares. 

Por los datos mencionados pareciera que la actividad maquiladora 
ha traído beneficios para el país. Todavía está por darse una discusión 
a nivel nacional sobre las formas y el contenido que debe tener este 
tipo de empresas, no sólo en lo tocante a la propiedad, sino tam­
bién en que es lo mejor social y nacionalmente hablando. Socialmente 
su trascendencia no puede negarse: es en las ciudades fronterizas donde 
la Encuesta Nacional de Empleo Urbano reporta las más bajas tasas 
de desocupación en comparación con otras partes del país. Nacional­
mente, vistas las cosas por el lado de la integración no parece haberse 
avanzado significativamente: el contenido nacional de la industria 
maquiladora en 1986, por ejemplo, fue en promedio para materiales y 
componentes, del 1 %, y de materiales de empaque para el mismo año, 
de 6%. 

No se trata, necesariamente, de proponer una mayor integración 
de las maquiladoras con la planta productiva nacional, pero sí de do­
tarle al proceso de instalación de plantas de una dirección básica que 
de ningún modo debe ni puede darle .el mercado. 

En conclusión, la búsqueda de un cambio estructural por lo que se 
refiere a la inserción de México en la economía mundial -y que ha 
comprendido los rubros de fomento a las exportaciones, racionaliza­
ción de la protección, las negociaciones internacionales y la atención 
a las franjas fronterizas- dista mucho de haber tocado a su fin. Ni 
siquiera puede decirse en términos apropiados que el país haya dejado 
atrás la dependencia o el desequilibrio. Está por verse si las expor­
taciones pueden aumentar con un ritmo de crecimiento económico 
tal que absorba los incrementos anuales de la población económica­
mente activa; si en una economía en crecimiento las importaciones no 
se dispararían y si la nueva estructura de la protección es funcional 
para edificar una planta prQductiva a la altura del siglo XXI; si nuestra 
permanencia en el GATT, más allá de las declaraciones" nos protegerá 
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en el comercio . de servicios, sobre todo financieros, y si la tendencia 
'ª la desaparición de los subsidios agrícolas no provocara· un enorme 
daño a nuestra agricultura; si la actividad maquiladora no avanza en 
un claro sentido desnacionalizador sin gnmdes ventajas en el terreno 
económico y con costos cada vez mayores en lo que se refiere a la 
protección del medio ambiente y a las finanzas públicas, ya sean fede­
rales, estatales o municipales. En fin, si la inserción de nuestra eco­
nomía es justa, moderna y benéfica ·para los mexicanos. Por lo pronto, 
los cambios o las insinuaciones de cambios en cada una de las grandes 
estrategias, poco podrán hacer de mantenerse a niveles tan elevac:Jos 
al servicio de la deuda externa. 

Cuenta corriente 
Balanza comercial 

Exportaciones 
Petroleras 
No petroleras 

Importaciones 
Maquiladoras 
Turismo (Neto') 
Reservas brutas 
(Saldos) 

P Cifras preliminares. 

CUADRO 4. Sector externo 
( millones de dólares) 

1982 1983 1984 1985 1986P 

6 221.0 5 418.4 4 238.5 1 236.7 -1 672.7 
6 792.6 13 761.1 12 941.7 8451.6 4598.6 

21229.7 22 312.0 24196.0 21663.8 16 031.0 
16 477.2 16017.1 16 601.3 14 766.6 6 307.2 
4 752.5 6294.9 7 594.7 . 6 897.2 9 723.8 

14 437.1 8 550.9 U 254.3 13 212.2 11432.4 
851.3 818.4 1155.-3 1 267.5 1294.5 
618.2 1183.2 1 304.1 1055.4 1171.5 

1 832.3 4 933.1 8134.0 5 805.6 6 790.6 

CAMBIO ESTRUCTURAL: LA POBREZA 

1987• 

3 881.2 
8 433.3 

20 656.2 
8629.8 

12 026.4 
12 222.9 
1572.5 
1490.2 

13 715.0 

La crisis y la política económica han engendrado el que tal vez sea 
el principal cambio estructural en fa economía y sociedad mexica­
nas: el empobrecimiento del país, su esfera productiva y su población. 
Lo que ha acontecido con la producción, la producción por habitante, 
las remuneraciones de los trabajadores, la distribución del ingreso, los 
niveles de empleo, el gasto estatal destinado a "lo social", y la insatis-



260 FERNANDO CALZADA y FRANCISCO HERNÁNDEZ 

facción de las necesidades de alimentación, salud, vivienda y educa­
ción, hablan de un retroceso que será difícil superar en pocos años, 
aun haciendo el esfuerzo correspondiente para encarar estos pro­
blemas. 

En términos de producción, el retroceso es bastante claro: supo­
niendo que el producto interno bruto en 1988 registre una tasa de 
crecimiento del -1.5.% -tal y como se prevé- tendremos en el 
presente año una producción total de bienes y servicios de alrededor 
de 3.% menor que la de 1981. Desde luego que a lo largo de todos 
estos años han influido distintos problemas que acarrean un compor­
tamiento no deseado. En 1982 el PIB creció al -0.Q%, en 1983 al 
-4.2%, en 1984 al 3.6, en 1985 al 2.6, en 1986 al -4.0, en 1987 
al 1.4, en 1988, presumiblemente podría ser al -1.5%. 

Para que se registrara esa evolución ha contado la disminución de 
los precios del petróleo en 1982, en 1985 y en 1986. En otras ocasio­
nes se han dado incrementos en las tasas de interés internacionales que· 

· han obligado a erogar una cantidad mayor de recursos financieros. En 
otras oportunidades el crédito contratado no ha llegado en los plazos 
esperados como en 1987, etcétera. Pero lo que en definitiva ha sido 
una constante a lo largo de todo este tiempo ha sido la política de 
ajuste y de características ortodooc.as que se ha instrumentado durante 
el periodo 1983-1988. Frente -a cualquier adversidad, las respuestas 
fueron siempre la contracción económica por la vía del recorte a los 
presupuestos gubernamentales, la astringencia crediticia al sector pri­
vado y el control monetario; además de conducir a nuevas bajas en 
los 'niveles de vida de la población. 

Con tal comportamiento de la producción de bienes y servicios y 
con una tasa de crecimiento de la población de alrededor del 2%, era 
lógico que para 1988 el producto por habitante, el indicador más soco­
rrido para dilucidar el nivel de desarrollo de un país, se encuen.tre 
en montos bajísimos, comparables a los de hace más de una década, 
echando por la borda el crecimiento fuerte del auge petrolero. Así, el 
PIB por habitante será de.más o menos 16% menor al que existió en 
1981. Ni siquiera es atribuible en ninguna medida al crecimiento de 
la población, porque este es de los más pequeños que ha habido en la 
histori~ del p'aís. 

Por su cuenta, el desempleo ha aumentado considerablemente y la 
imposibilidad de crncer en el corto plazo a tasas que permitan absor­
Qer el incremento anual de la fuerza de trabajo hacen que se proyecten 
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las tasas de desempleo más atroces. Valga decir que en 1981 la tasa 
de desempleo abierta en el mercado formal de trabajo fue de 3.4% de 
la población económicamente activa; para 1982 fue de 7.4; en 1983, 
de 11. 7, y de entonces a la fecha no ha cesado de aumentar hasta llegar 
en 1987 al 22.9. Previsiblemente1 en 1988 podría llegar al 27.4¡%. Lo 
que estas cifras indican es que una de cada cuatro personas en edad 
de trabajar no tiene ocupación remunerada a lo largo y ancho del país. 

Pero aun los que contaron con empleo en esta época no vivieron 
momentos de felicidad. Los ingresos de los asalariados se han visto 
constantemente disminuidos porque han sido la palanca principal para 
las políticas de ajuste y antinflacionarias. Datos del Congreso del Tra­
bajo, elaborados con cifras de la Comisión Nacional de Salarios Mí­
nimos, indican que hasta antes del Pacto de Solidaridad Económica 
los sal~rios mínimos habían perdido aproximadamente· un 43% del 
poder adquisitivo que tenían en 1982, y que durante el pacto hart 
disminuido un 1 7 % adicional su nivel real. 

El castigo a los salarios, junto a la política de subvaluación conti­
nua de la moneda nacional, han conducido a que México sea, des­
pués del Perú, el país de América Latina con menores salarios. Sin 
contar los años recientes, en 1985 el nivel salarial de Argentina y 
Brasil superaban al de México en 1.6 veces, y Colombia en 2.3 veces. 
En 1975 Estados Unidos tenía un salario 4.4 veces el de nuestro país; 
para 1985 la diferencia había crecido hasta 10.4 veces. En 1975 Japón 
y Francia registraban un salario 3 veces superior; diez años después 
era ya de ocho veces ( Arroio y Fuentes, "El poder adquisitivo del sa-
lario"). · 

Lo anterior ha conducido a que las remuneraciones a los asalaria­
dos hayan disminuido dramáticamente tanto en el producto interno 
bruto como en el ingreso nacional · disponible, ocurriendo así una re­
concentración del ingreso y la riqueza. La remuneración de asalaria­
dos en 1977 era el 42.2% del ingreso nacional; para 1984, sólo el 
31.31%. En cambio, el excedente de explotación -concepto que con­
sidera a las utilidades y a todos aquellos ingresos distintos del salario-, 
pasó de representar el 53.9% en 1977 al 63.8% en 1984. 

En cuanto al PIB, la participación de los salarios fue en 1977 de 
39_%, y en 1984 el 27.7%. El excedente de explotación fue de 49.6% 
en 1977 y de 56.5,% en 1984. Las proyecciones correspondientes a este 
tipo de distribución del ingreso indican una concentración todavía 
mayor para los años recientes que los datos arriba consignados. Se 
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desprende que el peso de la crisis no ha sido equitativo entre los sec­
tores. Esto, que lo sabe, siente y ~ufre cualquie~ no siempre se puede 
documentar, por lo cual suele presentarse un panorama radicalmente 
distinto al de la realidad. · 

De este modo, la política económica reforzó la reconcentración del 
ingreso en un contexto inflacionario, incluso por la vía fiscal. El gasto 
público, y particularmente el gasto social, han decrecido extraordina­
riamente en términos reales. El impacto de la disminución del gasto 
social afecta cuantitativa y cualitativamente la dotación de bienes y 
servicios básicos relacionados en forma directa con el bienestar de la 
población. Como proporción del gasto público total, el gasto social ha 
pasado de 17.2% en 1981 a un 9.2% en 1987. Como proporción del 
PIB, el gasto social ha disminuido en el mismo periodo casi un tres por 
ciento ( Rosalba Carrasco y Enrique Provencio, "La política social : 
1983-1988''). 

La caída del gasto social, la disminución de las remuneraciones sa­
lariales y el proceso concentrador del ingreso y la riqueza, han gene­
rado costos sociales de gran magnitud que llevan necesariamente a la 
conclusión de que durante estos últimos años el bienestar social se ha 
estancado y en algunos sectores ha involucionando hasta llegar a nive­
les similares a los de la primera mitad de los años setenta. 

Si bien es cierto que en el discurso gubernamental 1a política social 
ha ocupado un lugar preponderante en la agenda sexenal, los resul­
tados distan mucho de ser satisfactorios. La escasez de recursos fi­
nancieros y la reestructuración de las finanzas públicas han discrimi­
nado notablemente el gasto social ( corriente y de inversión) lo que 
aunado a la caída del salario ha conducido a un rezago considerable 
en la alimentación, salud, educación y vivienda de la mayor parte de 
Ja sociedad. 

Las condiciones vitales de la mayoría de los mexicanos han sufrido 
un proceso acelerado de deterioro, mismo que se considera ya de ca­
rácter estructural, y que, por tanto, tardará muchos años en recu­
perarse. 

Además, estos rezagos se enfrentan a un nuevo modelo de desa­
rrollo que al parecer no contempla específicamente la recuperación de 
los niveles mínimos de bienestar en el corto y mediano plazos. Por otro 
lado, los instrumentos clásicos que impulsarían una recuperación de 
los índices vitales han perdido, por diversas rawnes, su poder de re­
solución, por lo que ahora y en el futuro cercano será más difícil com-
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batir los rezagos en el bienestar social. En términos particulares la 
crisis afecta a todos los órdenes del bienestar. La alimentación, la salud, 
la educación y la vivienda han sufrido un estancamiento y, en casos 
concretos, un retroceso que seguramente se encuentran entre las con­
secuencias nefastas de este proceso degradador. 

En relación con la alimentación y los niveles de nutrición, la ya tra­
dicional mala nutrición de 1~ mayoría de los mexicanos se ha visto muy 
dañada por la disminución del ingreso, la desaparición de subsidios 
y otros factores ( como la caída en los niveles de ocupación) . Esto ha 
contribuido a un cambio en el patrón de consumo de la población. El 
consumo alimenticio se ha intensificado frente al consumo de bienes 
duraderos, por ejemplo, incrementándose fundamentalmente el con­
sumo de alimentos básicos (Rosalba Carrasco y Enrique Provencio). 

Sin embargo, hay una paradoja: se gasta más -relativamente­
en alimentos básicos pero se accede a una peor alimentación. Por 
ejemplo, la caída en el consumo de carne de res es de casi un 50% 
de 1982 a 1986. Por otro lado, el consumo de leche y huevo también 
involuciona notablemente: de 1980 a 1986 el consumo de leche por 
persona ha decrecido un 40% y el consumo de huevo se ha mantenido 
relativamente estancado (Rolando Cordera y González Tiburcio, "Sal­
dos productivos y sociales: 1982-1987"). 

En otros términos podemos decir que la ingestión de calorías ha 
caído en los últimos años en alrededor de 25 % mientras que la de 
proteínas ( de origen vegetal y animal) disminuyó en el mismo perio­
do en cerca de 20%. 

Todos estos elementos pueden configurar, incluso, un patrón de con­
sumo asociado a la "nueva modernidad". En lo relativo a la salud, la 
disminución de los índices nutricionales, del ingreso y del gasto social, 
han afectado profundamente los servicios y los niveles de salud. Cuan­
titativa y cualitativamente ha habido un estancamiento en la oferta 
de servicios del sector salud. 

La participación del gasto de salud como proporción del Pm o del 
gasto público total, es la más baja de las últimas dos décadas, lo que 
afecta directamente el nivel de cobertura del servicio y la calidad del 
mismo (Rolando Cordera y González Tiburcio). Por ejemplo, el nú­
mero de personas sin cobertura de servicios institucionales de salud 
creció de 1981 a 1985 en casi cuatro millones. Asimismo, hay un re­
troceso en programas específicos, como algunos de vacunación, salud 
mental y planificación familiar. 
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Es importante señalar que los impactos más perdurables en este sec­
tor son aquellos que afectan la infraestructura para el servicio de salud. 
Muestras de ello podemos encontrarlas en el interior del país, en donde 
en algunos casos se ha llegado al abandono de instalaciones, por 
ejemplo. 

Otro aspecto significativo es el incremento de la "carga" de "dere­
chohabientes" por médico, que es un fenómeno que se presenta en 
todo el sistema de salubridad y seguridad social. Las consecuencias de 
este fenómeno son múltiples y perniciosas. Desde luego a esto se le 
suma el déficit en camas, enf ertneras, instrumental médico, etcétera. 
Algunos de los resultados más claros de este proceso son, por ejemplo, 
el incremento en los últimos años de enfermedades que se considera­
ban controladas o erradicadas como el paludismo, el dengue, y otras 
enfermedades tropicales ( Cordera y González Tiburcio) . 

Por último, otro resultado quizá más contundente sea el que en estos 
últimos años México ha pasado a ser un país con una relativamente 
alta tasa de mortalidad infantil, similar a la de países con niveles de 
desarrollo menores, según investigación de la UNICEF. 

En el renglón educativo el deterioro también ha sido sustantivo, el 
sistema oficial se ha visto muy dañado y en algunos órdenes ha retroce-:­
dido. La cobertura del sistema educativo total se encuentra estancada 
desde 1983; además, en términos cualitativos la educación se ha visto 
muy afectada por factores directos e indirectos en todos los niveles, 
desde la educación básica hasta la superior. Asimismo, los índices de 
reprobación y deserción han aumentado considerablemente. 

Todo esto es producto básicamente de una disminución del gasto 
en educación que en términos porcentuales ha caído en un punto como 
proporción de producto interno bruto y en tres puntos en relación con 
el gasto total del gobierno. A esto deben sumársele los efectos de la 
crisis. La desocupación y la caída del ingreso inducen al estudiante 
a una menor eficiencia académica e incluso a la deserción escolar {Ro­
salba Carrasco y Enrique Provencio) . Estos problemas son cada vez 
más serios y repercuten directamente en la formación del capital hu­
mano, factor clave del desarrollo económico y social. 

Finalmente, tenemos el problema de la vivienda, que no pudo ser 
vencido por dos décadas de rápido crecimiento económico y que en 
la crisis se ha profundizado. El déficit de '-!ivienda a nivel nacional se 
estima superior a los tres millones de viviendas. Además, son muy 
elevados los porcentajes con vivienda, pero sin luz eléctrica, agua 
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potable, drenaje y baño. Por ejemplo, el 50% de las viviendas del país 
no poseen sistema de drenaje alguno. 

No obstante que a lo largo de los dos últimos años el número de vi­
viendas ha crecido de manera importante, para cubrir los rezagos en 
vivienda e infraestructura habitacional serán necesarios programas per­
manentes que probablemente en el transcurso de algunos lustros con­
sigan reducir los déficit a niveles mínimos. 

Hace algunos meses el director de FONHAPO señalaba que se calcula 
que del total de viviendas urbanas el 32% no reúne los requisitos mí­
nimos para ser habitadas. En el medio rural éstas llegan al 80%. El 
promedio de cuartos es de dos en las zonas urbanas y de 1.5 en las ru­
rales. El 27% de las viviendas del país no cuenta con agua, un 41.2% 
no tiene energía eléctrica. Para evitar la acumulación del rezago ha­
bitacional es necesario invertir 9.2 billones de pesos para construir 
por lo menos 407 mil viviendas al año, lo cual se complica aún más por 
la insuficiencia de suelo urbano para albergar nuevos asentamientos, 
incapacidad de ahorro de los sectores populares, carencia de recursos 
financieros para ampliar la cobertura de los programas y los excesivos 
trámites administrativos. Tan sólo en la actualidad hay 6.2 millones de 
viviendas que no reúnen las normas mínimas de seguridad e higiene y 
se tiene que edificar 5.9 millones de casas habitación (La Jornada, 23 
de agosto de 1988) . 

MODERNIDAD CON POBREZA 

Puede plantearse la hipótesis de que el principal cambio estructural 
que ha habido en nuestra economía y sociedad ha sido el empobreci­
mi,ento. Más aún, puede ·sostenerse que tanto las cuenats alegres que 
se hacen en cuanto a los resultados del Pacto de Solidaridad Económi­
ca, de la política de ·ajuste y estabilización y de los cambios estructura­
les en el campo de las finanzas públicas y del comercio exterior, están 
asociadas directamente a la pobreza de los mexicanos. 

El caso del pacto es muy claro. Los salarios se sacrifican al entrar 
al programa antinflacionario, por lo cual incluso se decía que el pacto 
se proponía mantener los niveles de empleo. Pero se ha visto que 
a lo largo de estos meses. la responsabilidad antinflacionaria se le ha 
cargado a los trabajadores. 

Se sostiene en el ámbito oficial como parte del balance sexenal, que 
la situación que ahora guardan las · finanzas públicas permite que el 
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desequilibrio haya desaparecido. Lo que normalmente no se dice es 
que dicha situación se ha logrado con cargo a la sociedad. Las dismi­
nuciones del gasto público no son un sacrificio de y para el gobierno, 
sino sobre todo para la sociedad. Por una parte, tiene efectos sobre la 
demanda agregada con· lo cual el crecimiento de la economía se sus­
pende y el empleo no crece. Por otra el aumento de los ingresos, dados 
sobre una estructura fiscal con características regresivas, resta ingresos 
.reales a la población en muchos casos. Por lo demás, las reducciones 
del gasto social afectan de manera directa el bienestar social, a juzgar 
por los datos arriba mencionados. Pero ni el aumento de los ingresos 
públicos ni las reducciones del gasto o el redimensionamiento del apa­
rato productivo estatal nos han puesto a la puerta de un desarrollo 
que pudiera darse de manera sana y autosostenerse en el tiempo. 

En cuanto al comercio exterior, el superávit comercial que se ob­
serva desde 1982 se ha logrado también a costa del bienestar. El que 
las exportaciones se vean estimulada y las importaciones decreciendo, 
se dio con base en la recesión que implicó la nula creación de empleos 
en estos años. La misma política cambiaria que tan fuertes impactos 
inflacionarios ocasiona por la vía del aumento de precios, lesiona los 
ingresos mayoritarios y reconcentra ~l ingreso, y de las maquiladoras 
ya ni hablar: pareciera que sólo puede pensarse en que nada más man­
teniendo deprimidos los salarios reales, podemos aspirar a una industria 
maquiladora de exportación de magnitudes importantes y sin necesi­
dad de desequilibrio con el _resto del aparato productivo. 

Y con todo el daño a los salarios, no ha aumentado el empleo como 
al principio del sexenio se pensó. En los términos más convencionales, 
en esferas oficiales se planteaba que al ser muy barato el trabajo habría 
demanda de trabajadores para darles ocupación, con lo cual el empleo 
no se vería afectado y, quizá, hasta aumentara. Tampoco ha sido así. 
Ni siquiera en la industria ha operado un cambio significativo tal que 
haga qu~ se contraten más trabajadores, por los bajos salarios, y uti-
lice menos capital. ~ 

Más allá de la retórica, el principal cambio estructural, si no el 
único, ha sido la mayor pobreza. Hemos llegado a un nivel en el que 
definitivamente será complicado darle marcha atrás en poco tiempo. 
Ni con la política económica y social más benéfica para los grupos 
mayoritarios es posible que el panorama cambie en uno o dos sexe­
nios. De ese tamaño es el cambio estructural y el retroceso productivo 
y social que hemos sufrido. 
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¿ Y quiénes no han pagado ningún plato roto? Los grupos privados 
exportadores, por ejemplo, sólo en periodo muy cortos, de meses, se 
han vis.to afectados. Pero pareciera que pueden exportar únicamente 
mediante el subsidio que implica el tipo de cambio subvaluado y la 
exportación de trabajo barato. Tampoco se han visto afectados los 
acreedores de la deuda pública, ni los de dentro ni los de fuera del país. 
Siempre se les ha cubierto el importe del servicio. Internamente no se 
han escatimado esfuerzos, y externamente, se dice, siempre hemos lo­
grado las mejores renegociaciones. 

Hay un dato que dice mucho: México es el país que más recursos 
·financieros ha transferido al exterior de 1983 a 1987. Esto no habla 
de lo excesiva y abultada que es nuestra deuda sino de una ineptitud 
ma~if!esta para reducir tanto el m~nto del débito .como el peso de su 
serv1c10. 

Además, en estos seis años México · ha sido el país donde más ha 
caído el salario, aumentado el desempleo y disminuido la inversión. Pe­
queño es el ahorro en comparación con el PIB, y donde más trans­
ferencia de ahorro interno hacia el exterior se ha dado. No puede ha­
blarse, en este contexto de política económica exitosa. Ésta aumentó 
la desigualdad económica y social, y no obstante, no pudo convertir 
al sector privado en modelo ejemplar. Se dejó a las casas de bolsa, du­
rante el auge en el mercado de valores, por ejemplo, defraudar a nu­
merosos clientes y especular con la moneda extranjera. Los empresa­
rios, como grandes inversores de riesgo, siguen escaseando en el país. 
La modernidad que se dice tenemos ahora, tal parece que es incom­
patible con niveles de vida dignos para los mexicanos. 

Octubre de 1988. 
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CUADRO 5. Deuda externa 
( sal'do en millones de dólares) 

1982 1983 1984 1985 1986P 1987• 

Totalª 87 688.0 92 392.0 93 317.0 96647.0 102 316.0 103 976.0 

Sector público 59 970.0 67 763.0 71 811.0 75 024.0 79 379.0 86526.0 
Sector privado 27 698.0 24 629.0 21 506.0 21 623.0 22 937.0 17 450.0 

Endeudamiento 
externo neto del 
sector público 
(flujos) 7 428.6 4 352.4 2 612.8 762.9 1 386.7 2 961.4 

P Cifras preliminares. 
• Incluye banca nacionalizada y FMI. 
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